Serás lo que tengas que ser . . .

(¿o serás abogado?) 

p. Roberto F. Bertossi

Recuperar la excelencia, aggionar e innovar en la docencia, investigación y extensión jurídicas universitarias, contribuirá y mucho para reposicionar entre nosotros -en términos de calidad, credibilidad, confianza y decoro-,  la profesión de abogado.

Hasta hoy, nuestras Universidades públicas y privadas se han conformado con reclutar `profesores´ que, no pocas veces, `se formaron´ en la propia Facultad donde estudiaron, incluso en algunos casos realizando ahí también estudios de postgrados, maestría, doctorado; docencia sin pedagogía y nada de práctica, ni de experiencias profesionales (Vg.: pasantías en juzgados, estudios jurídicos, ONG´s o dependencias jurídicas de instituciones públicas).

Ante dicha realidad y en el mientras tanto, urge lograr alguna regulación, fiscalización, control y sanción independientes,  con experticia y pertinacia -no corporativa- respecto del nível de los profesores, estudiantes y egresados de las facultades de derecho argentinas.

Dentro de esa regulación, la función de fiscalizar y moderar el ejercicio de la profesión, verificando el modo de actuar de cada profesional cuando ejerce la abogacía, no será suplir ni exculpar a quien o quienes por grave omisión publica inexcusable, ignoraron, subestimaron o abandonaron `observar´ la calidad de la enseñanza universitaria.

Esa regulación podrá impedir en adelante más estafas a la buena fe y toda gama de mala praxis jurídica sin perjuicio de alentar y/o exigir reválidas de títulos universitarios anteriores mediante la elaboración de exámenes y prácticas de recalificación, ajustados a la realidad, perspectiva y prospectiva de los nuevos tiempos con las nuevas relaciones y cosas de hoy. 


Seria acertado y por ende, admisible, perfecta, leal y apropiadamente que, quinquenalmente, el sistema de actuación de los profesionales del derecho que comparecen en juicios `con facultades de abogado´,  se adecuaran también a modelos jurídicos más modernos como los establecidos Vg., en Italia o Francia y en muchos otros países que van otorgando la habilitación profesional por etapas, con un `acompañamiento permanente.



Ello implica en primer lugar, que los iniciantes actúen en instancia inferior durante un tiempo determinado para que,  previa las evaluaciones del caso,  recién después puedan ser habilitados –o no- para actuar en instancia superior y así, finalmente, alcanzar todas las habilitaciones superiores.


Más aún, luce útil que este itinerario inicial no sea solo exclusivo y exigible para los abogados ya que, no es nada extraño encontrarse con administrativos y jueces cometiendo también sus `errores´ al inicio de sus carreras, siendo insuficiente para estos últimos que sus exámenes de ingreso o ascensos para la magistratura y/o el ministerio público exijan vg.,  a cada postulante, objetiva y cuantitativamente, sólo una antigüedad de tres o cinco años de ejercicio profesional comprobado.

Todo esto y mucho más, evidentemente favorecerá que la profesión de  abogado sea revalorizada, puesto que, a su turno, todos los profesionales nuevos y viejos, se verán beneficiados por un nuevo sistema para nuestra abogacía práctica.


Por cierto, este sistema en cuanto tal impedirá nuevas frustraciones vocacionales,  desalentará y desterrará necesaria e indefectiblemente,  toda `industria del juicio´, enriquecimientos ilícitos, despojos patrimoniales, etc.,  sin perjuicio -para cada abogado implicado-, de otras responsabilidades administrativas, civiles y penales.
 
Pocos podrán discutir noble y cabalmente que, ha llegado la hora de repensar la lógica y los contenidos de los exámenes de ingreso (no solo) para la carrera de la abogacía, los contenidos curriculares y la práctica profesional en términos de excelencia, inclusión, ética, equidad, solidaridad y responsabilidad social.
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